PROYECTO DE LEY

El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de
L E Y

Capítulo I

Instituto Provincial de la Vivienda

   Art. 1 - El Instituto Provincial de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires, funcionará como entidad autárquica de Derecho Público, con capacidad suficiente para actuar dentro del ámbito de competencia que le asigna la presente ley y las normas que en su consecuencia se dicten.

   Tendrá su domicilio legal en la Ciudad Capital de la Provincia, sin perjuicio de la facultad que se le reconoce para establecer, con carácter permanente o transitorio, delegaciones regionales y/o municipales cuando lo considere aconsejable para la consecución de los fines que esta ley le impone.

   El Instituto Provincial de la Vivienda, se relacionará con el Poder Ejecutivo provincial por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.

   Art. 2 - El Instituto Provincial de la Vivienda, tiene por finalidad:

· Asesorar a los Poderes Ejecutivos y Legislativos provinciales y municipales en las materias de su competencia; 

· Seleccionar y aprobar los planes habitacionales que le eleven los municipios conforme a las disposiciones de la presente ley; 

· Ser el organismo de aplicación y/o ejecución de las leyes nacionales y/o provinciales que dispongan o canalicen: 1) recursos destinados a planes habitacionales en el territorio provincial; 2) la regularización del dominio de los mismos; 3) la expropiación de tierras con el objeto de construir complejos habitacionales; 4) realizar periódicamente el censo habitacional provincial de manera de determinar en forma fehaciente las necesidades de cada municipio en la materia; 5) fiscalizar que se cumplan cabalmente los objetivos de la presente ley y la aplicación de los fondos respectivos al cumplimiento de los mismos. 

   Art. 3 - Para el cumplimiento de sus fines, el Instituto Provincial de la Vivienda, tiene las siguientes atribuciones:

· Distribuir los fondos a los que se refiere la presente ley o los que en el futuro se asignen a la construcción de planes habitacionales, según lo dispuesto en los artículos 11 y siguientes; 

· Disponer las fiscalizaciones, auditorias e inspecciones que estime oportunas para velar por el cumplimiento de los objetivos establecidos; 

· Seleccionar entre los proyectos que eleve cada municipio, conforme al Art. 14, aquel que considere mas apto para el logro de los fines perseguidos; 

· Suscribir convenios con organismos municipales, provinciales, nacionales y/o internacionales, personas o entidades públicas o privadas, que tiendan al cumplimiento de sus objetivos, sin perjuicio de la observación de las formalidades constitucionales pertinentes; 

· Disponer por medio de licitación pública, la adquisición centralizada y global de materiales y elementos necesarios para abaratar los costos de ejecución de las distintas obras, cuando lo considere necesario y oportuno. 

· Acordar con instituciones bancarias, públicas o privadas, el financiamiento de cada obra, comprometiendo los fondos que correspondan a la comuna respectiva y sin perjuicio del aval que pueda otorgar la misma y/o de la hipoteca que se constituya sobre el predio afectado a la construcción del plan, con sujeción a la ley de prehorizontalidad; 

· Asegurar que los fondos aplicados a cada obra, sean efectivamente recuperados por medio de los pagos de las cuotas que en cada caso se fije, debiendo en todos los casos exigir, por los saldos de precio, la constitución de hipotecas transferibles. Los fondos de recupero, deberán reinvertirse en nuevas obras edilicias o de infraestructura, preferentemente en los municipios de donde provengan. 

· Fiscalizar que los adjudicatarios de viviendas, reúnan los requisitos y condiciones previstas para serlo. 

   Art. 4 - El Instituto Provincial de la Vivienda estará dirigido por un Directorio integrado por tres miembros titulares e igual cantidad de suplentes, designados por el Poder Ejecutivo. Cada uno de ellos elegido de las respectivas ternas que elevarán el Colegio de Arquitectos, el Colegio de Ingenieros y la Cámara de la Construcción de la Provincia de Buenos Aires. Durarán cuatro años en sus funciones, pudiendo ser reelegidos. Los directores elegirán al presidente del Directorio en la primera sesión plenaria que realicen. Tendrán dedicación exclusiva y a tiempo completo, correspondiéndole al Presidente la jerarquía y remuneración de Secretario de Estado y los otros dos directores las de Subsecretario de Estado. Los suplentes percibirán el honorario que determine el Poder Ejecutivo en cada oportunidad que les corresponda actuar.

   Art. 5 - Son condiciones para ser designado director: 

· Ser argentino o naturalizado, con 10 años de ciudadanía y no estar comprendido en ninguna de las inhabilidades establecidas en los puntos siguientes. 

· No estar condenado en causa penal por delitos dolosos; 

· No estar concursado ni haber sido declarado en quiebra, en tanto se encuentren firmes y vigentes las sentencias o estados respectivos; 

· No encontrarse comprendido en las inhabilidades de orden ético o legal que para los funcionarios de la Administración Pública establezca la legislación vigente; 

· No estar desempeñando cargos públicos electivos en el orden nacional, provincial o municipal. 

Será obligatorio para los miembros del Directorio, cuando exista alguna de las causas establecidas en el artículo siguiente, excusarse de participar en las votaciones en las que se decida la elección de Proyectos y/o se adjudiquen obras y/o la provisión de materiales. En las mismas situaciones, los miembros del Directorio podrán ser recusados. En estos casos, serán reemplazados por su correspondiente suplente. Si este último también se encontrare afectado por una causa de excusación o recusación, la decisión respectiva será tomada por los restantes miembros del Directorio asistiendo al Presidente doble voto.

   

Art. 6 - Son causas de excusación o recusación:

· El parentesco dentro del 4º grado por consanguinidad o 2º de afinidad con algunos de los directivos de las empresas que participen en las licitaciones o concursos, sus mandatarios o apoderados; 

· Tener el Director o sus consanguíneos o afines dentro de los grados indicados en el inciso anterior, interés directo o indirecto en el resultado de la licitación o concurso, o sociedad o comunidad con alguno de los participantes en los mismos; 

· Tener el Director pleito pendiente con alguna de las empresas licitantes o concursantes y/o con alguno de sus directores; o ser acreedor o deudor de alguno de ellos; 

· Tener enemistad, odio o resentimiento que se manifieste por hechos conocidos con alguno de los licitantes o concursantes o con sus directores; o amistad tal con ellos, que se manifieste con gran familiaridad o frecuencia de trato; 

· Haber sido el Director, denunciante en causa criminal de alguna de las empresas licitantes o concursantes o de sus directores, en los últimos cinco años anteriores a la licitación o concurso de que se trate;

· Haber recibido el Director, beneficios de cualquier naturaleza de parte de alguna de las empresas licitantes o concursantes o de sus directores. 

   La recusación o excusación deberá plantearse al quedar individualizados los oferentes o al formularse la oferta respectiva, o dentro del quinto día de haber llegado a conocimiento del recusante y antes de la adjudicación respectiva, sin perjuicio de las denuncias penales que correspondieren.

   La recusación se planteará por escrito con ofrecimiento de todas las pruebas. El recusado deberá presentar un informe circunstanciado, aceptando o denegando, por escrito, la recusación o fundamentando la excusación. Sustanciada la prueba en forma perentoria, el Directorio, sin la participación del Director involucrado, se pronunciará sobre la excusación o recusación, siendo su decisión irrecurrible. En caso de duda, se deberá optar por la separación del Director en la decisión del concurso o de la licitación de que se trate. En todos los casos de recusación o excusación, el Directorio se integrará con el suplente que corresponda.

   La falta de excusación cuando hubiere correspondido, será causa suficiente de remoción del Director, la que será decidida por el Poder Ejecutivo. En este supuesto, se incorporará como titular el suplente que corresponda y la entidad a la que hubiere pertenecido el removido deberá proponer un nuevo miembro suplente.

  

 Art. 7 - Corresponde al Directorio:

· Elevar al Poder Ejecutivo provincial, para su respectiva aprobación, la estructura orgánica y funcional del Instituto; 

· Dictar el Reglamento Interno, necesario para su funcionamiento; 

· Elaborar el presupuesto anual del Instituto, y elevarlo en tiempo oportuno para su debida consideración y tratamiento por ambas cámaras de la Legislatura, a los fines de su inclusión en la Ley de Presupuesto General; 

· Aprobar el presupuesto correspondiente a cada una de las obras en ejecución a los fines de realizar las previsiones y disponer las remesas de fondos respectivas de acuerdo a lo dispuesto en el Art. 11 y siguientes; 

· Seleccionar los planes habitacionales que le fueren propuestos por los respectivos municipios, emitiendo en cada caso dictamen fundado y cuidando que se cumplan todos los requisitos legales y que se encuentren previstas las obras de infraestructura que exigen las leyes y reglamentaciones en vigor; 

· Preparar la Memoria y Balance anuales; 

· Designar a sus gerentes y empleados y fijar sus respectivas remuneraciones, así como sus ascensos, traslados, remociones y sanciones disciplinarias, de acuerdo a lo que establecen las normas legales y reglamentarias vigentes para el personal de la Administración Pública provincial; 

· Crear, cuando lo crea conveniente, delegaciones regionales o municipales con las facultades necesarias para que realicen aquellos actos que hagan a la naturaleza de sus funciones; 

· Asumir la representación legal del Instituto a través de su Presidente; 

· Ejercer, en el ámbito de su competencia, las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por las leyes de presupuesto, contabilidad y obras públicas; 

· Suscribir, con la firma del Presidente y otro de sus miembros, los convenios aludidos en el inciso d) del Art. 3º de la presente ley; 

· Cumplir y hacer cumplir en el ámbito de su competencia, los objetivos, estrategias y políticas provinciales referentes a la materia de su incumbencia, que determinen el Poder Ejecutivo y/o el Poder Legislativo provinciales; 

· Ejercer todos los demás actos necesarios para cumplir los objetivos establecidos en la presente ley. 

Capítulo II

Fondo Provincial de la Vivienda
   Art. 8 - Créase el Fondo Provincial de la Vivienda (FOPROVI), con las características de un fondo solidario, que será administrado por el Instituto Provincial de la Vivienda. El mismo estará destinado, exclusivamente, a: 1) sostener los costos de estructura y funcionamiento de este último; 2) financiar las erogaciones que demande el cumplimiento de los objetivos y finalidades impuestos por la presente ley y las obras de infraestructura y planes habitacionales que apruebe el Directorio.

 

  Art. 9 - El Fondo Provincial de la Vivienda se conformará con los siguientes recursos:

· Con las disponibilidades existentes en efectivo y en las cuentas bancarias registradas actualmente a nombre del Instituto Provincial de la Vivienda. Los fondos que tengan afectación ya determinada, seguirán imputados a la misma; 

· Con la afectación y ejecución de las garantías de contratos de obras y fondos de reparos constituidos por terceros contratantes y que se declaren perdidos por incumplimientos de los mismos; 

· Con el producido del alquiler o venta de máquinas, equipos y herramientas o por la venta de bienes muebles y materiales de rezago que no puedan ser aplicados a otras obras en ejecución; 

· Con las sumas que anualmente fije la ley de presupuesto provincial; 

· Con una contribución especial que se recaudará con el Impuesto Inmobiliario correspondiente a la planta urbana de cada municipio, y que será equivalente al 3,5 % de cada cuota que se fije para este último; 

· Con la participación que le corresponda a la Provincia de Buenos Aires en la distribución del Fondo Nacional de la Vivienda (FONAVI) o el que lo sustituya o complemente en el futuro; 

· Con los aportes que se hagan a la Provincia de Buenos Aires o fondos que se dispongan para la adquisición de inmuebles para la ejecución de planes de viviendas y tareas o construcciones destinadas a la investigación y experimentación, y los que tengan por finalidad la financiación de operaciones o programas específicos. 

   Art. 10 - Los fondos referidos en el artículo que antecede, serán depositados en una cuenta especial que abrirá el Instituto Provincial de la Vivienda en el Banco de la Provincia de Buenos Aires, siendo obligación de aquel ordenar a este último, en forma mensual, la derivación o transferencia de los importes respectivos a cada municipio, de acuerdo a lo que se dispone en los artículos siguientes.

   

   Art. 11 - Los fondos aludidos en el Art. 9º, inciso e) de la presente ley, se distribuirán:

· el 70 % del total recaudado por cada municipio, se reintegrará a los mismos; 

· el 30 % restante, se prorrateará entre todos los municipios de la Provincia de Buenos Aires en forma inversamente proporcional a su contribución al total recaudado. 

      Estos fondos así distribuidos, serán depositados en la cuenta especial que a tal fin abrirá cada municipio en la Sucursal pertinente del Banco de la Provincia de Buenos Aires. 

   Art. 12 - Los fondos aludidos en el inciso f) del Art. 9º de la presente ley, serán afectados en la forma que determina la ley nacional Nº 24.464 y distribuidos entre los municipios de la Provincia de Buenos Aires en forma proporcional al costo de sus planes habitacionales en ejecución. Los restantes fondos mencionados en el artículo 9º, se distribuirán entre los distintos municipios de la Provincia, en forma proporcional a su densidad poblacional.

   Art. 13 - Los fondos que a la finalización de cada ejercicio no se hubieren gastado en la realización de los planes habitacionales que se encontraren aprobados o en ejecución, por demoras injustificadas en la ejecución de las obras previstas, se reintegrarán a la cuenta del Instituto Provincial de la Vivienda, que los redistribuirá en partes iguales entre los municipios que hayan dado cumplimiento a sus respectivos planes.

Capítulo III

Selección de Proyectos

   Art. 14 - Los municipios deberán anunciar en un periódico de circulación nacional y en otro de circulación local, los llamados a concurso de complejos habitacionales, poniendo a disposición de los interesados los pliegos respectivos previamente aprobados por el Instituto Provincial de la Vivienda.

   Los Proyectos que se presenten serán analizados por una comisión integrada por un representante del municipio de que se trate, que se integrará a una comisión de cuatro miembros más integrada por el Colegio de Arquitectos de la región que corresponda. Esta Comisión elevará al Instituto Provincial de la Vivienda el o los mejores proyectos, de acuerdo a los criterios que expondrá por escrito siguiendo las pautas que fije la reglamentación de la presente. El Instituto Provincial de la Vivienda se avocará a su análisis y estudio, debiendo decidir la adjudicación respectiva dentro de los 90 días corridos.

 

  Art. 15 – No podrán aprobarse planes o complejos habitacionales sin que se encuentren saneadas las condiciones de dominio del inmueble en que habrán de asentarse los mismos, de manera de garantizar la escrituración de las respectivas unidades dentro de los 60 días de su adjudicación.

   Art. 16 - Los Proyectos que se presenten, deberán incluir el presupuesto total de las obras, las especificaciones técnicas pertinentes, el plazo comprometido de ejecución total y las diversas etapas previstas, el ofrecimiento de los avales o garantías que en cada caso se exijan, la ejecución de las obras de infraestructura necesarias para cumplir con todas las normas reglamentarias en vigor, el compromiso de contratar mano de obra local en la proporción que fije la reglamentación con un piso del 30 % del total de la nómina prevista, y cumplir las demás exigencias que establezca la reglamentación. 

   Art. 17 – El Instituto Provincial de la Vivienda seleccionará y adjudicará el Proyecto que considere más conveniente y firmará con el adjudicatario el contrato pertinente, notificando el resultado al municipio que corresponda.

   Art. 18 – El municipio sólo podrá abonar facturas correspondientes a avances de obra certificados previamente por el Colegio de Arquitectos de la región respectiva.

   Art. 19 – De cada factura, se retendrá el 5 % en concepto de “Fondo de Reparos”, el cual permanecerá depositado en la cuenta aludida en el artículo 11 hasta pasado un año de la recepción de la obra de conformidad por el municipio. De este fondo se deducirán los importes necesarios para subsanar los vicios ocultos que surjan en ese lapso, sin perjuicio de la ulterior responsabilidad de la empresa adjudicataria por vicios o defectos que surjan o aparezcan con posterioridad al lapso indicado o por las diferencias monetarias que pudieren surgir.

  Art. 20 – Los adjudicatarios de viviendas deberán ser personas carecientes o de recursos insuficientes, de acuerdo con los parámetros que establezca la reglamentación de la presente.

Capítulo IV

Disposiciones Generales
   Art. 21 – Exímese del pago del Impuesto de Sellos y tasas por servicios administrativos, a los actos y contratos que instrumenten transmisiones de dominio y constitución de derechos reales de garantía de los inmuebles adjudicados por intermedio del Instituto Provincial de la Vivienda.

   Art. 22 – Derogase el Decreto Ley 9573/80 y toda otra disposición que se oponga a la presente. Toda referencia legal a aquella norma legal, deberá ser entendida referida a la presente ley.

   Art. 23 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

F U N D A M E N T O S

La presente iniciativa tiende a dar solución orgánica a un problema acuciante en la Provincia de Buenos Aires, cual es el acceso de gran parte de la población a una vivienda digna, reorganizando el Instituto Provincial de la Vivienda que no ha podido, hasta el presente, cumplir con las expectativas puestas en él, ni alcanzar los resultados que es dable exigirle.

   No se pretende, desde luego, que el Poder Ejecutivo resigne su derecho de dictar las políticas que considere adecuadas para resolver el problema habitacional de la Provincia, pero sí resulta imprescindible que sea ésta una responsabilidad compartida con los titulares de los Ejecutivos municipales, que son, en definitiva, quienes se encuentran en contacto directo con las necesidades de su propio territorio y población, a las que conocen por lo tanto con mayor profundidad. 

   Se trata, entonces, de actualizar los métodos y adaptar las estructuras a las demandas actuales de la sociedad y a la realidad política que nos toca vivir.

   El criterio centralista sustentado hasta el presente no resulta apto para atender con equidad, agilidad, transparencia y eficacia administrativa, las demandas de importantes regiones de la provincia. No en vano el Instituto de la Vivienda se encuentra hoy intervenido.

   “En materia de vivienda social, la gestión estatal ha fracasado, especialmente en las grandes ciudades. El esquema tradicional ha sido el proyecto estatal desde una oficina pública, licitaciones públicas de grandes barrios en monoblocks y concentración de la población en barrios segregados del resto de la comunidad” (fuente: www.metas2010.com.ar/esp/vivienda). Consecuencia en parte, puede agregarse, del desconocimiento de cada territorio y de las verdaderas necesidades a satisfacer.

   Se procura buscar formas novedosas de gestión, en las que la autarquía administrativa y financiera se transformen en los pilares de un mayor dinamismo en la toma de decisiones, dotándolas al mismo tiempo de equidad y justicia.

   Hoy en América Latina mas del 80% de la población vive en zonas urbanas y gran parte lo hace en situación de pobreza, afectándose gravemente las relaciones sociales, generándose violencia urbana y un creciente clima de inseguridad, que en el caso de nuestro territorio provincial es innegable.

   Este fenómeno exige un cambio de estrategia, en cuyo diagrama no puede estar ausente una mayor participación de los municipios en la gestión y resolución de las cuestiones que le tocan mas de cerca, como es el caso del problema habitacional.

   No caben dudas de que el gran desafío que afrontan hoy las comunas es el de transformarse en dinamizadoras del crecimiento local. El eje de decisiones debe desplazarse de la Nación a las Provincias y de éstas a sus municipios, para dar respuestas adecuadas a las demandas sociales. Las formas del poder deben cambiar y el centralismo que hasta hoy nos ha caracterizado, debe ceder el paso a formas mas participativas que brinden una visión diferente del quehacer político.

   Cada vez con mayor fuerza, los integrantes de la comunidad dirigen sus miradas a la forma en que sus representantes locales dan respuesta a sus conflictos y necesidades y no pocas veces ven desvanecer sus esperanzas, al advertir que los esfuerzos que realizan chocan con superestructuras centrales burocráticas, que no pocas veces responden a intereses oscuros y no declarados. 

   Y es así, entre otras cosas, como el poder se aleja de la gente y de sus necesidades; la credibilidad se pierde y solo reciben respuestas las demandas que aseguran algún retorno electoral.

   Con el Proyecto se procura, entonces, instrumentar una nueva dinámica que posibilite una adaptación al cambio que las circunstancias requieren, dotando a las estructuras locales del “imperium”, las herramientas y los recursos necesarios para que puedan cumplir sus objetivos con eficiencia, desburocratizando las estructuras superiores y asegurando su transparencia.

   El proceso de descentralización debe jerarquizar a los municipios, haciéndoles trascender su rol administrativo para dotarlos de la autonomía, la responsabilidad, los recursos, el poder de decisión y las atribuciones que le permitan implementar, junto a las instituciones de la comunidad, su propia estrategia. La potestad de decidir y fijar sus prioridades en las políticas sociales, viviendas, obras y servicios públicos, desarrollo local, crecimiento armónico y preservación ambiental son inseparables del concepto de municipio moderno.

   No es posible gobernar sin un conocimiento pleno de la problemática a resolver, por eso los municipios constituyen el nexo indispensable con los otros estamentos del Estado, en tanto y en cuanto su contacto con las cuestiones cotidianas resulta directo e inmediato. 

   En el ámbito provincial se advierte una importante disminución en las sumas invertidas en el sector de viviendas, que de $83.000.000.- en 1999 disminuyó casi un tercio ($26.000.000.-) en 2003, lo que de alguna forma revela la incapacidad del Instituto para desenvolverse durante la crisis.

   A la fecha del último censo la Provincia de Buenos Aires contaba con 13.753.993 habitantes albergados en 3.933.070 hogares, de los cuales resultan deficitarios 1.292.764, es decir el 32,18%. De ellos, según datos suministrados por el mismo Instituto de la Vivienda, son recuperables 610.764 e irrecuperables 294.818. Conforme a la misma fuente existen en la provincia 465.065 personas en situación de déficit habitacional crítico, de las cuales 334.469 corresponden al conurbano.

   Es innegable que, a pesar de los esfuerzos de la intervención, el Instituto de la Vivienda no reúne las condiciones de agilidad, eficiencia y transparencia que las circunstancias imponen, manteniendo un funcionamiento sumamente burocrático que atenta contra su carácter de herramienta indispensable para ejecutar cualquier política habitacional seria.

   La dinámica social y las urgencias existentes exigen encontrar una solución a los problemas habitacionales en cada localidad. “El problema de la vivienda no es solamente el de su carencia o el de la falta de fondos para que el Estado se haga cargo de la financiación de las obras. También es el de donde construir viviendas, como ejecutarlas y a quienes adjudicarlas” (“Mas viviendas, pero ¿cómo y donde?”, Fernando Diez; La Nación, 12 de octubre de 2004, pag. 17).

   Pensamos que los mecanismos propuestos en el Proyecto adjunto permitirán alcanzar las soluciones deseadas, con eficiencia y en forma directa y transparente, razón por la cual propicio el voto afirmativo de los señores diputados para convertir en ley la presente iniciativa.

